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I) NOVEDADES NORMATIVAS 
1. Estado

Al igual que sucediera en la sesión precedente de este seminario, y a diferencia de la celebrada en el último trimestre del pasado año, las novedades normativas estatales que merecen ser destacadas en el ámbito de los aspectos financieros y presupuestarios desde la fecha en que fue presentado el anterior informe (25 de marzo de 2008) resultan ciertamente escasas. 

En dicha circunstancia han influido, a mi entender, tres causas fundamentales: la primera, la celebración, hace escasamente medio año, de unas elecciones generales en nuestro país; en segundo lugar, el inevitable parón legislativo que se produce como consecuencia del periodo estival; y la tercera, a la existencia de trabajos en curso que parecen querer abordar una reforma más amplia o global de la hacienda local. 

Atendiendo a lo anterior, únicamente serán objeto de mención, en el presente informe, tres novedades normativas de fuente estatal. 
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/821/2008, de 24 de marzo, por la que se establecen las condiciones del suministro de la información relativa a los bienes inmuebles de características especiales objeto de concesión administrativa (BOE núm. 76, de 28 de marzo)

El artículo 63.1 del Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales establece la obligación de los entes u organismos públicos a los que se halle adscrito un inmueble de características especiales, o de aquéllos a cuyo cargo se encuentre su administración y gestión, de suministrar anualmente al Ministerio de Economía y Hacienda la información relativa a las concesiones otorgadas sobre estos inmuebles, en los términos y demás condiciones que se determinen mediante la correspondiente Orden.

A estos efectos, la Orden Ministerial que ahora se comenta establece las especificaciones del contenido de la información que debe ser remitida, así como las relativas al momento, el medio y el formato electrónico de suministro correspondiente.

En este sentido, se indica, en su artículo 1, que “La remisión de la información se producirá a través de la Oficina Virtual del Catastro”, debiendo realizarse “durante el mes de enero de cada año”, estando referida “a todas las variaciones que hayan tenido lugar en el ejercicio anterior, siempre que se mantengan en la fecha del devengo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles”.
Por su parte, el artículo 2 de la referida Orden regula al contenido que debe presentar dicha información, el cual debe incluir los siguientes datos: a) Referencia catastral del inmueble; b) Tipo de bien inmueble de características especiales; c) Identificación de cada concesión reflejada en la documentación gráfica; d) Identificación y domicilio fiscal del concesionario; e) Superficie objeto de la concesión y superficie construida directamente vinculada a la concesión y f) Uso al que se destina.

Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/2816/2008, de 1 de octubre, de modificación de la Orden EHA/3188/2006, de 11 de octubre, por la que se determinan los módulos de valoración a efectos de lo establecido en el artículo 30 y en la disposición transitoria primera del Texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo (BOE núm. 244, de 9 de octubre)

El artículo 30.2 c) del Texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, así como la Disposición transitoria primera de dicho Texto legal, recogen diferentes supuestos en los que la valoración del suelo rústico ocupado por construcciones debe determinarse mediante la aplicación de los módulos específicos que se establezcan por Orden del Ministro de Economía y Hacienda.

Dichos módulos aparecen regulados en la Orden del Ministerio de Hacienda de 11 de octubre de 2006, norma ésta que ha venido a ser modificada, en algún aspecto, por la Orden Ministerial que ahora se comenta, la cual viene a establecer nuevos criterios a este respecto. 

En este sentido, la modificación afecta, en lo sustancial, al cuadro de coeficientes previsto en el artículo 4.2 de la Orden Ministerial de 2006. En concreto, dichos coeficientes son aquellos que, atendiendo a la tipología de las construcciones existentes, deben aplicarse sobre el Módulo Básico de Repercusión (MBR) correspondiente a los efectos de calcular el valor unitario (euros/m2) del suelo rústico ocupado por las referidas construcciones.

Resolución de 16 de junio de 2008, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica el plazo de ingreso en periodo voluntario de los recibos del Impuesto sobre Actividades Económicas del ejercicio 2008 relativos a las cuotas nacionales y provinciales y se establece el lugar y pago de dichas cuotas (BOE núm. 149, de 20 de junio) 
El Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas e Instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas señala en su Regla 17.ª que las cuotas nacionales y provinciales serán recaudadas por la Administración Tributaria Estatal.

Por su parte, el artículo 62.3 de la Ley General Tributaria, confiere a la Administración Tributaria competente la facultad de modificar el plazo de ingreso en período voluntario de las deudas referidas en el de vencimiento periódico y notificación colectiva, competencia que, en el instante actual, recae en el titular de Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria
Sobre la base las previsiones anteriores, el apartado Dos de la Resolución que se comenta fija un nuevo plazo de plazo de ingreso en período voluntario de las cuotas nacionales y provinciales del Impuesto sobre Actividades Económicas que comprende desde los días 15 de septiembre hasta el 20 de noviembre de 2008, ambos inclusive. 

 En cuanto al lugar de pago de las referidas cuotas se establece que el mismo deberá realizarse, con carácter general, a través de las Entidades de depósito colaboradoras en la recaudación, con el documento de ingreso que a tal efecto se hará llegar al contribuyente. En el supuesto de que dicho documento de ingreso no fuera recibido o se hubiese extraviado, deberá realizarse el ingreso con un duplicado que se recogerá en la Delegación o Administraciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria competente (esto es, en el caso de cuotas nacionales, la correspondiente a la provincia del domicilio fiscal del contribuyente, y en el caso de cuotas provinciales la correspondiente a la provincia del domicilio donde se realice la actividad.
2. Comunidades Autónomas 

En este apartado procederemos a comentar aquellas disposiciones normativas de las Comunidades Autónoma que, estando referidas a los aspectos tributarios, de gasto público y crediticios, afectan a los entidades locales. En concreto, entre las distintas Comunidades Autónomas que han aprobado este tipo de disposiciones normativas se encuentran las siguientes: Cataluña, Cantabria, Aragón, Castilla-La Mancha e Islas Baleares. 

B) Cataluña

Ley 8/2008, de 10 de julio, de financiación de las infraestructuras de gestión de los residuos y de los cánones sobre la disposición del desperdicio de los residuos (BOE núm. 188, de 5 de agosto) 
La presente ley procede a regular la financiación de las infraestructuras de gestión de residuos municipales. A estos efectos, se crean diversos cánones específicos.

En concreto, los dos primeros cánones son el canon sobre la deposición controlada de los residuos municipales; y el canon sobre la incineración de los residuos municipales.

A este respecto, el hecho imponible del primero de dichos cánones está constituido por “la destinación de los residuos municipales a las instalaciones de deposición controlada de los residuos, tanto de titularidad pública como privada”. Por su parte, y en lo que concierne al segundo de los referidos cánones, su hecho imponible lo constituye “la incineración de los residuos municipales en instalaciones de incineración, tanto de titularidad pública como privada”. 

En ambos casos, son sujetos pasivos de los mismos, en concepto de contribuyentes, “los entes locales titulares del servicio de gestión de residuos municipales y, en su caso, los que tienen la competencia delegada de los mismos, de acuerdo con la legislación de régimen local, con independencia de la modalidad de gestión del servicio”.

En lo que se refiere a la base imponible de ambos cánones, la misma aparece constituida “por la cantidad de residuos expresada en toneladas que se destinan a deposición controlada o a incineración”, fijándose el tipo de gravamen en una cantidad fija (la cual oscila entre 5 y 20 euros por tonelada en función de los diferentes casos).
Junto a los anteriores, se crea asimismo el canon sobre la deposición controlada de los residuos de la construcción, cuyo hecho imponible aparece constituido por “el destino de estos residuos a la deposición controlada, en instalaciones tanto de titularidad pública como privada”.
En este caso, son sujetos pasivos de dicho canon, a título de contribuyentes “las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que son consideradas, de acuerdo con la normativa sectorial, productoras de los residuos de la construcción”.
La base imponible del referido canon está constituida “por la cantidad de residuos de la construcción expresada en toneladas que se destinan a la deposición”, habiéndose fijado el tipo de gravamen en una cantidad fija de 3 euros por tonelada de este tipo de residuos.
F) Cantabria

Ley 2/2008, de 11 de julio, por la que se crea el Instituto de Finanzas de Cantabria (BOE núm. 93, de 17 abril)

A través de la presente Ley se crea el Instituto de Finanzas de Cantabria, Entidad autonómica que, según el artículo 1 de su Ley creadora, tiene por objeto “el fomento de las actividades económicas estratégicas (…) contribuyendo de forma sostenible al desarrollo económico y social de Cantabria”. Dicho Instituto posee personalidad jurídica propia, disponiendo, asimismo, de un patrimonio propio.

A este respecto, el dato que resulta más destacable, a los efectos del presente informe, es que el referido Instituto tiene la capacidad de conceder o instrumentar créditos a favor de las Entidades Locales de Cantabria, correspondiendo al mismo la competencia para la tramitación de los expedientes a los efectos de determinar la conveniencia del crédito, así como su aprobación y formalización.

J) Aragón 

Orden de 23 de junio de 2008, del Departamento de Política Territorial, Justicia e Interior, por la que se aprueba el Plan Económico Financiero del Ayuntamiento de Zaragoza para el período 2008-1010

Como es sabido, el artículo 22 de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria prevé, para los casos de incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria por parte de una Entidad local de las mencionadas en el artículo 111 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales (entre las que se encuentran los municipios que sean capitales de provincia), que dicha Entidad Local vendrá obligada a la aprobación, por el Pleno de la Corporación, de un “plan económico-financiero de reequilibrio a un plazo máximo de tres años”.
Junto a lo anterior, dicho precepto prevé, asimismo, que dicho plan deberá ser remitido al Ministerio de Economía y Hacienda, que será el órgano responsable de su seguimiento, “salvo en el supuesto de que la Comunidad Autónoma en cuyo territorio se encuentre la Entidad Local tenga atribuida en su Estatuto de Autonomía la competencia de tutela financiera sobre las Entidades Locales”. Pues bien, estando atribuida esa competencia de tutela financiera a la Comunidad Autónoma de Aragón de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 114 de nuestro Estatuto de Autonomía, corresponde al órgano competente de la dicha Comunidad la aprobación del referido plan económico-financiero en relación a los entes locales incluidos en su ámbito territorial

En concreto, la Orden que ahora se comenta procede a aprobar el Plan Económico Financiero del Ayuntamiento de Zaragoza para el período 2008-1010, fijando, asimismo, los términos o condiciones del mismo, entre las cuales deben destacarse las dos siguientes: la primera, que en función de la evolución que experimenten los ingresos por los Impuestos de Construcciones, Instalaciones y Obras y el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los terrenos de Naturaleza Urbana, así como las tasas asociadas al ciclo del mercado inmobiliario, deberá ajustarse el Plan económico Financiero objeto de aprobación, debiendo tomarse, en su caso, las medidas necesarias de reducción de gasto que sean necesarias para alcanzar el objetivo de estabilidad presupuestaria en el ejercicio 2010; y segunda, que durante el periodo de vigencia del citado Plan las operaciones de crédito a largo plazo y de emisión de deuda que pretenda concertar el Ayuntamiento de Zaragoza deberán ser previamente autorizadas por la Comunidad Autónoma de Aragón.
Orden de 18 de agosto de 2008, del Departamento de Política Territorial, Justicia e Interior, por la que se aprueba el Plan Económico Financiero del Ayuntamiento de Huesca para el período 2008-1010

En idéntica línea a la anterior, la presente Orden aprueba el Plan Económico Financiero del Ayuntamiento de Huesca para el período 2008-1010, fijando, igualmente, los términos o condiciones del mismo, entre las cuales debe destacarse que durante el periodo de vigencia del citado Plan las operaciones de crédito a largo plazo y de emisión de deuda que pretenda concertar el Ayuntamiento de Huesca deberán ser autorizadas, con carácter previo, por la Comunidad Autónoma de Aragón.
K) Castilla-La Mancha

Ley 13/2007, de 8 de noviembre, de modificación de la Ley 5/1993, de 27 de diciembre, de la Sindicatura de Cuentas de Castilla-La Mancha (BOE núm. 93, de 17 abril)

A través de la presente Ley se modifican determinados preceptos de la Ley reguladora de la Sindicatura de Cuentas, modificación ésta que no altera, en lo sustancial, el régimen que ya venía siendo aplicable, en este punto, a las Entidades Locales.

En este sentido, el artículo 8 de la referida Ley sigue contemplando, entre los entes que se encuentran sometidos a la fiscalización de la Sindicatura de Cuentas, “a las Entidades Locales de la Comunidad Autónoma y a sus organismos autónomos, entes públicos, fundaciones y empresas públicas”.

Por su parte, y con el objeto de que la citada Sindicatura pueda llevar a término su función fiscalizadora, el artículo 18 de la Ley mantiene, en su actual redacción, la obligación de las Entidades Locales de remitir, a dicho órgano, las cuentas que hubiesen sido aprobadas por los respectivos plenos, para lo cual dichas Entidades disponen de un plazo de un mes a contar desde la referida aprobación.

Ñ) Islas Baleares

Ley 6/2007, de 27 de diciembre, de medidas tributarias y económico-administrativas (BOE núm. 75, de 27 de marzo)

La disposición normativa que ahora se examina viene a modificar, en primer lugar, diversos preceptos de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Islas Baleares.

Así, se añade un nuevo apartado en el artículo 102 de esta última Ley en cuya virtud se proclama que “La aprobación de las ordenanzas fiscales ha de ajustarse al procedimiento establecido en la legislación estatal reguladora de las Haciendas locales”.
Junto a lo anterior, se modifica el artículo 205 de la citada Ley, precepto éste que regula los denominados “Fondos de colaboración económica con las entidades locales”, los cuales tienen como objetivo “contribuir al equilibrio económico de las entidades locales de las Islas Baleares”, así como colaborar “en la consecución de los principios de autonomía y suficiencia financiera interna y en la realización del principio de solidaridad”.

Dichos fondos se dotarán anualmente, ascendiendo su importe, como mínimo, al 0,7% del total de los ingresos de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.

A este respecto, y junto al “Fondo de cooperación local” -el cual debe repartirse anualmente entre todos los municipios de la Islas de conformidad con los criterios recogidos en el citado precepto-, se regula el “Fondo de ayudas de carácter finalista”, el cual aparece destinado “al pago de las retribuciones de los alcaldes o presidente de las entidades locales o, en su caso, de un miembro electo del gobierno de estas entidades”.
Por su parte, y junto a lo anterior, la Disposición adicional decimoquinta de la Ley ahora comentada declara a las entidades locales de las Islas Baleares exentas del pago de las tasas establecidas por dicha Comunidad Autónoma.
Ley 3/2008, de 14 de abril, de creación y regulación de la Agencia tributaria de las Islas Baleares (BOE núm. 122, de 20 de mayo)

La última de las disposiciones normativas objeto del presente comentario aparece constituida por la Ley arriba citada, en cuya virtud se crea la Agencia tributaria de las Islas Baleares, la cual se configura, según su artículo 1, como “un ente público (…) con personalidad jurídica propia y plena capacidad para ejercer (…) las funciones que se establecen en el artículo 2 de la referida Ley”.

Y entre dichas funciones se encuentra la de ejercer las labores de recaudación y, en su caso, de gestión, inspección y liquidación de los recursos de otras Administraciones públicas (distintas a la Comunidad Autónoma) que le sean atribuidas a esta última mediante ley, convenio, delegación de competencias o encomienda de gestión.

A estos efectos, la citada Ley establece como principio general de actuación de la Agencia Tributaria “la coordinación y cooperación con el resto de las Administraciones tributarias” (arts. 3 y 25), contemplando, de manera expresa, la posibilidad de suscribir convenios de colaboración con las mismas (art. 24), posibilidad ésta que incluye, como es obvio, a las Entidades locales.
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 
La referencia indicada entre paréntesis, en las Sentencias y Autos que a continuación se citan, corresponden a la base de datos Westlaw de la Editorial Thomson-Aranzadi.

1. Tribunal Constitucional 
Auto núm. 128/2008, de 22 de mayo (ponente desconocido, RTC 2008/128). 

Mediante este Auto, el Tribunal Constitucional inadmite la cuestión de inconstitucionalidad planteada por un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Córdoba en relación al Impuesto Andaluz sobre Depósito de Residuos Radiactivos. 

En concreto, se alegaba la posible vulneración, por parte de dicho Impuesto, de la prohibición de doble imposición prevista en el artículo 6 de la LOFCA, en la medida en que, a juicio del citado Juzgado, el citado Impuesto Andaluz recaía sobre la misma materia imponible que el Impuesto sobre Actividades Económicas (uno de cuyos epígrafes hace mención al “almacenamiento de residuos radiactivos”).

El Tribunal Constitucional, tomando como base jurisprudencia suya anterior, entiende que la duda de constitucionalidad resulta notoriamente infundada por no producirse vulneración alguna de la referida prohibición de doble imposición.

2. TRIBUNAL SUPREMO 
Las Sentencias referenciadas a continuación, y que serán comentadas por orden de fecha, son todas del orden contencioso-administrativo. 

Sentencia de 17 de diciembre de 2007 (ponente Frías Ponce, RJ 2007/9145)

La Sentencia que se comenta resuelve un recurso de casación interpuesto por una asociación de propietarios de fincas urbanas de Castellón en el cual se cuestiona la corrección de una Ponencia de Valores del año 1995 por la que se determinaba la valoración de los bienes inmuebles de naturaleza urbana del referido Municipio. 

Entre los diferentes motivos de impugnación, los recurrentes alegaban la vulneración de la legalidad entonces vigente, en la medida en que la Ley de Haciendas Locales, a la hora de determinar el valor catastral de los citados bienes, había tomado como referencia y límite el “valor de mercado” de los mismos, criterio éste cuya adecuada determinación debía ser completado, a su juicio, a través de normas de rango legal y no por medio de normas reglamentarias (en concreto, las Normas Técnicas de Valoración aprobadas por el Real Decreto 1020/1993, de 25 de junio).

El Tribunal Supremo, tras recordar la doctrina del Tribunal Constitucional en materia de reserva de Ley, concluye que la Ley de Haciendas Locales fijó en su momento los criterios de valoración básicos para determinar el referido valor catastral, dejando el desarrollo de los mismos a la potestad reglamentaria, razón por la cual procede a desestimar el recurso planteado con imposición de costas a la parte recurrente.

Sentencia de 19 de diciembre de 2007 (ponente Garzón Herrero, RJ 2008/1733) 
La presente sentencia resuelve un recurso de casación en interés de ley interpuesto por el Ayuntamiento de San Quirce del Vallés contra una sentencia dictada por un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Barcelona en relación a la Tasa por utilización privativa del dominio público local consistente en el establecimiento de vados o badenes para entrada de vehículos a través de las aceras.

A este respecto, el citado Juzgado estimó el recurso presentado en su momento ante el mismo, indicando que la citada tasa únicamente podía cobrarse cuando el vado que se establece se refiere a aquellos supuestos en que las aceras de la calle se encuentran a un nivel de cota o altura superior al de la calzada, pero no en los casos en que la calzada y la calle se encuentran al mismo nivel.

En opinión del Tribunal Supremo, la distinción efectuada por el Juzgado carece de justificación por una doble razón: 1º) porque no tiene base legal alguna, en la medida en que la Ley de Haciendas Locales no distingue entre ambas situaciones; y 2º) porque crea, además, una evidente desigualdad tributaria. Atendiendo a lo anterior, y dado que se admite que en ambos casos se está utilizando privativamente dominio publico o se obtiene un aprovechamiento especial del mismo, el Tribunal Supremo estima el recurso presentado por el Ayuntamiento citado, dictando doctrina legal en el sentido de exigir la permitir la exigencia de la tasa en ambos casos. 

Sentencia de 19 de diciembre de 2007 (ponente Martín Timón, RJ 2008/1735) 
En la presente Sentencia el Tribunal Supremo analiza la adecuación a Derecho de una modificación operada en las tarifas de la Tasa de recogida de Basura por parte del Ayuntamiento de Tossa de Mar.

En particular, se examina si la modificación de dichas tarifas exige, con carácter necesario, que la misma vaya precedida de un estudio económico-financiero del coste del servicio que justifique adecuadamente el importe de las mismas.

A este respecto, y aunque el artículo 25 de la Ley de Haciendas Locales únicamente exige este informe en los casos de establecimiento de la tasa correspondiente, el Tribunal Supremo entiende, a mi entender con acierto, que también en los supuestos de modificación de tarifas dicho informe resulta exigible, sobre la base de una doble consideración: 1) la aplicación supletoria de la Ley de Tasas y Precios Públicos -cuyo artículo 20.1 exige una memoria económica financie en los casos de alteración de las cuantías de una tasa ya existente- y 2) la obligatoriedad de demostrar el adecuado respeto del principio de equivalencia (coste del servicio/importe de la tasa).

Atendiendo a lo anterior, el Tribunal Supremo anula el Acuerdo de modificación de la Ordenanza reguladora de la tasa de basura.

Sentencia de 12 de enero de 2008 (ponente Martínez Micó, RJ 2008/898) 
En la Sentencia que se comenta el Tribunal Supremo declara la nulidad de diversas liquidaciones exigidas por el Ayuntamiento de Oviedo en concepto de Impuesto sobre el Incremento de Valor de Terrenos de Naturaleza Urbana.

La razón fundamental por la que procede dicha anulación se debe a que el mencionado Ayuntamiento giró las referidas liquidaciones tomando como base imponible un valor catastral de fecha posterior al momento en que se produjo el devengo del referido Impuesto. Junto a lo anterior, el Tribunal recalca la transcendencia que tiene la notificación del nuevo valor catastral a los obligados tributarios a los efectos de tomar el mismo como referencia para la práctica de las susodichas liquidaciones, en la medida en que la liquidación del Impuesto sobre el Incremento de Valor de Terrenos de Naturaleza Urbana se funda, como presupuesto básico, en el mencionado valor.

Sentencia de 30 de enero de 2008 (ponente Espín Templado, RJ 2008/933) 
El Tribunal Supremo aborda en esta Sentencia la problemática relativa a la legalidad de la imposición de determinadas condiciones en la autorizaciones otorgada por el Ministerio de Economía y Hacienda (Dirección General del Tesoro y de Política Financiera) a los Ayuntamientos para que estos puedan concertar una operación de crédito con el exterior.

A este respecto, el referido Tribunal entiende que no existe inconveniente legal alguno para que la susodicha autorización se otorgue con sujeción a determinadas condiciones, pues ello, además de no vulnerar el principio de autonomía local, evita una situación absurda como la de tener que denegar una operación de crédito a una Entidad local que sería posible conceder bajo el cumplimiento de una única condición.

No obstante lo anterior -precisa el Tribunal- esas condiciones no pueden ser genéricas o indeterminadas, de forma tal que el Estado condicione su autorización “a su libre antojo”, pues ello supondría situar a las entidades locales en una situación de subordinación o dependencia cuasi-jerárquica. Bien al contrario -se aclara- el órgano estatal de control debe examinar con detalle las circunstancias concurrentes en el caso concreto, adoptando una decisión a este respecto, la cual deberá encontrarse debidamente motivada, sin que la denegación de la autorizando, o el otorgamiento de la misma con condiciones, puede justificarse con la mera referencia a “un considerable endeudamiento” o a la “simple apelación de criterios de convergencia exterior”. 

Sentencia de 10 de abril de 2008 (Ponente Frías Ponce, RJ 2008/2438) 

Un Ayuntamiento de Galicia aprueba, mediante el correspondiente acuerdo, la Ordenanza relativa a la tasa de basuras. No obstante, el texto de la Ordenanza remitido al Boletín Oficial de la Provincia para su publicación no fue el efectivamente aprobado por el Pleno del referido Ayuntamiento, razón por la cual se procedió a la correspondiente corrección de errores.
Dicha corrección de errores fue calificada, por el Tribunal Superior de Justicia de Galicia, como una modificación de la referida tasa, por lo que se decretó la nulidad de la misma.

El Tribunal Supremo casa la Sentencia del Tribunal Gallego por entender que, en realidad, no existió una modificación de la Ordenanza al margen del procedimiento establecido, sino que lo que únicamente se produjo fue la publicación de un texto que no correspondía con el efectivamente aprobado, por lo que -concluye al Alto Tribunal- la modificación de errores se imponía, no siendo necesario seguir un determinado procedimiento a estos efectos.

Sentencia de 28 de mayo de 2008 (ponente Martínez Micó, JUR 2008/232580) 
La Sentencia que se comenta desestima el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Gandía contra una Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana por la que se anulaba la modificación de la Ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre Actividades Económicas en lo que concernía a la clasificación en diversas categorías de las vías públicas municipales.

A estos efectos, el Alto Tribunal recuerda que, en efecto, la Ley de Haciendas Locales reconoce a los Ayuntamientos la posibilidad de modificar las cuotas mínimas del citado Impuesto mediante la aplicación de un índice o coeficiente que pondere la situación del local y la categoría de la calle en donde éste radica. Ahora bien, ello no puede significar que la Administración municipal pueda actuar en este punto sin sujeción a criterio alguno dentro de los márgenes permitidos por la normativa aplicable.

Bien al contrario, la fijación de dicho índice o coeficiente debe obedecer -indica el Tribunal- a criterios razonables y razonados desde la perspectiva de los principios de capacidad económica y proporcionalidad, debiendo explicarse claramente en las memorias que deben preceder a las Ordenanzas fiscales las razones o criterios concretos a los que responden las decisiones adoptadas.

Partiendo de este razonamiento, y aplicado al caso de autos, el Tribunal entiende que la modificación de la categoría de las calles operada carecía de justificación suficiente, pues ni se explicaban las razones por las se modifican al alza los índices o coeficientes aplicables a todas y cada una de las calles afectadas, ni tampoco las circunstancias que determinan la clasificación o catalogación entre las diferentes categorías de vías públicas, rechazando, en consecuencia, el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Gandía.

4. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 
Las Sentencias referenciadas a continuación, y que serán comentadas por orden de fecha, son todas del orden contencioso-administrativo.

A) País Vasco

Sentencia de 11 de febrero de 2008 (Díaz Pérez JT 2008/478) 

La presente Sentencia analiza la legalidad de la Ordenanza del Ayuntamiento de Eibar reguladora de tasa por utilización del dominio público municipal derivado de la instalación de mercadillos semanales.
En relación a esta cuestión, y tras llevar a cabo un examen de la memoria económica-financiera de la referida tasa, el Tribunal, apoyándose en pronunciamientos anteriores del Tribunal Supremo y suyos propios, entiende que el importe de las tasas no aparece justificado, dado que en su fijación no se tiene en cuenta -como ordena la Ley de haciendas Locales- “el valor de mercado de la concreta utilidad derivada de la utilización del dominio público local”, sino solamente “una estimación vaga y abstracta de la posible rentabilidad derivada del aprovechamiento de dicho dominio”.
B) Cataluña 
Sentencia de 13 de septiembre de 2007 (Ponente Berberoff Ayuda, JT 2007/1467) 

La presente sentencia enjuicia la legalidad de una contribución especial exigida por un Ayuntamiento Catalán como consecuencia de la realización de determinadas obras públicas, entre ellas la realización de mejoras en el alumbrado público y pavimentación de calles.

A este respecto, el Tribunal Catalán comienza examinando si la realización de dichas “mejoras” permiten fundamentar la exacción de contribuciones especiales, llegando a una conclusión afirmativa. En este sentido, el mencionado Tribunal distingue entre las obras públicas que consisten en “la mera reparación por deterioro” y la que constituyen una “renovación, o ampliación”, pues estas últimas sí que constituyen una inversión; junto a ello, se entiende que la realización de unas “mejoras” como las indicadas resultan subsumibles dentro del concepto “ampliación de los servicios públicos”, el cual, como es sabido, integra el hecho imponible de las contribuciones especiales.

No obstante lo anterior, el Tribunal procede a anular el acuerdo por el que se aprueba e impone la referida Contribución espacial, en la medida en que el mismo adolecía de un requisito esencial cual es la justificación económica del importe de las obras realizadas, lo que, como bien se indica, impide la determinación de la base imponible de la misma y, en consecuencia, su exigencia a los contribuyentes afectados por aquélla. 

Sentencia de 20 de septiembre de 2007 (Ponente Fernández de Benito, JT 2008/250) 
La sentencia comentada aparece referida a la tasa por retirada de vehículos por parte de la grúa municipal. En concreto, se debate la posible inclusión del IVA soportado por el municipio, como consecuencia de la realización de dicho servicio o actividad, a los efectos de cuantificar el importe de la referida Tasa.

A estos efectos, el Tribunal Catalán recuerda que a la hora de determinar el importe de dicho servicio el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales (art. 24), prevé que deben tomarse en consideración todos “los costes directos e indirectos, inclusive los de carácter financiero, amortización del inmovilizado y, en su caso, los necesarios para garantizar el mantenimiento y un desarrollo razonable del servicio o actividad”.
Partiendo de lo anterior, el referido Tribunal admite -a mi juicio, acertadamente- la posibilidad de incluir el citado IVA, en la medida en que, al no poder repercutirse el mismo, supone un evidente coste de gestión para el Municipio.

E) Asturias 

Sentencia de 17 de septiembre de 2007 (Ponente Querol Carceller, JUR 2008/86498) 
En la presente Sentencia el Tribunal Asturiano declara procedente la exigibilidad de la tasa por aprovechamiento especial del dominio público local en los casos de instalación de cajeros automáticos en las fachadas de las entidades bancarias y que son utilizados desde la vía pública.

En este sentido, dicho órgano jurisdiccional, siguiendo en este punto la estela de otros Tribunales Superiores de Justicia, (Madrid, Cataluña, Baleares, Extremadura o Castilla-León), fundamenta la procedencia de la tasa en el hecho de que, si bien no existe una utilización privativa del dominio público local, sí existe un “aprovechamiento especial” del mismo, en la medida en que con la instalación de los referidos cajeros la entidad aprovecha el referido dominio público para realizar una serie de operaciones que, en otro caso, debería realizar en el interior del inmueble y, en todo caso, en horas de oficina, en lugar de las veinticuatro horas en las que se puede hacer uso del cajero.

F) Cantabria
Sentencia de 10 de enero de 2008 (Ponente Piqueras Valls, JT 2008/299) 

La Sentencia del Tribunal Cántabro procede a examinar la legalidad del procedimiento seguido por un Ayuntamiento a la hora de aprobar diversas Ordenanzas Fiscales.
Más en concreto, se analiza si el citado Ayuntamiento cumplió, de forma correcta, con las exigencias de publicidad previstas a estos efectos en la Ley de Haciendas Locales, cuyo artículo 17 exige, como es bien sabido, que los acuerdos provisionales adoptados por las corporaciones locales en orden a la aprobación y modificación de las correspondientes ordenanzas fiscales se expongan, como mínimo, durante un periodo de treinta días a los efectos de que los interesados puedan presentar, en dicho plazo, las reclamaciones que estimen oportunas.

Partiendo de esta previsión, el referido Tribunal entiende que, en el caso enjuiciado, la aprobación definitiva de las mencionadas Ordenanzas se produjo el mismo día en que concluía el plazo de exposición pública de las mismas, por lo que “se privó a los ciudadanos y a sus representantes de una parte del plazo que, por ley, tenían para hacer las correspondientes reclamaciones”. Ello determina -en opinión acertada del Tribunal- “la infracción de una norma claramente imperativa”, lo que conlleva la sanción de nulidad de las susodichas Ordenanzas Fiscales. 

J) Aragón

Sentencias de 29 de octubre de 2007 (Ponentes García Mata y Esteras Iguacel JUR 2008/85703 y JUR 2008/85715) 

Las dos Sentencias que se comentan abordan la cuestión de la posible inconstitucionalidad del artículo 83.1 c) de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales en la medida en que dicho precepto únicamente declara exentas del pago del Impuesto sobre Actividades Económicas a las personas físicas (cualquiera que sea el volumen de su cifra de negocios), así como a las personas jurídicas o entes sin personalidad jurídica cuya cifra de negocios sea inferior a un millón de euros).
En este sentido, los recurrentes entienden que dicha previsión vulnera diversos principios constitucionales: 1) el principio de igualdad, dado el diferente tratamiento entre las personas físicas y jurídicas, y, dentro de estas últimas, entre aquellas cuya cifra de negocios supera o no la cifra de negocios de 1 millón de euros; 2) el principio de capacidad económica, por cuanto la exención se aplica en función de una cuantía -la relativa a la cifra de negocios- que no guarda relación alguna con el posible beneficio empresarial.

El Tribunal Aragonés, desestima, en sus dos pronunciamientos, ambas alegaciones, recordando, de una parte, que según se deriva de la doctrina dictada por el Tribunal Constitucional, el principio de igualdad sólo veda el tratamiento desigual de dos situaciones idénticas, no infringiéndose dicho principio cuando la desigualdad de trato presenta -como en este caso- una justificación objetiva y razonable; y de otra, que tampoco se produce la vulneración del principio de capacidad económica, en la medida en que el hecho imponible del citado Impuesto no somete a gravamen el denominado “beneficio empresarial”, sino el mero ejercicio de una actividad. 

Sentencia de 3 de enero de 2008 (Ponente Esteras Iguacel JUR 2008/139270) 

En la presente Sentencia el Tribunal Aragonés declara -con base en la jurisprudencia dictada al respecto por el Tribunal Supremo y en contra de la tesis sostenida por el Tribunal Económico-Administrativo de Aragón- la competencia de este último para conocer de las reclamaciones económico-administrativa interpuestas contra las providencias de apremio dictada por las Comunidades de Regantes. 

Sentencia de 11 de febrero de 2008 (Ponente Servera Garcías JUR 2008/183802) 

En la presente Sentencia el Tribunal Superior de Justicia de Aragón anula la Ordenanza Fiscal de un municipio aragonés por el que se establecía la Tasa de recogida de Basura.

A estos efectos, el motivo de la anulación radica en que el Ayuntamiento no justifica de forma adecuada, en el preceptivo estudio económico-financiero, que las cantidades exigidas por este concepto respeten el límite establecido por la Ley de Haciendas Locales en lo que respecta a que el importe de la tasa no exceda del coste, real o previsible, del servicio que se presta.

O) Madrid
Sentencia de 2 de octubre de 2007 (Ponente Massigoge Benegiu, JUR 2008/5291) 

La Sentencia objeto de comentario aborda la determinación de las diferentes partidas que pueden englobarse dentro de la Base Imponible del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.

A este respecto, el Tribunal Madrileño, con base en la doctrina ya sentada al respecto por el Tribunal Supremo, viene a concluir que la obra sometida al susodicho Impuesto no puede entenderse referida, en exclusiva, a las partidas de albaliñería (cimentación, tabiques, muros, forjados, etc.), sino que alcanza también a otro tipo de instalaciones como las de fontanería, electricidad, calefacción, aire acondicionado, ascensores, así como, en general, cualquier otra instalación que sirva para proveer a la construcción de servicios esenciales para su habitabilidad o utilización.

Sentencia de 9 de octubre de 2007 (Ponente Quesada Varea, JUR 2008/61) 

La presente Sentencia analiza, una vez más, la cuestión la posible inconstitucionalidad de la exención recogida en el artículo 83.1 c) de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales en relación del Impuesto sobre Actividades Económicas y prevista a favor de las personas físicas (cualquiera que sea el volumen de su cifra de negocios), así como a las personas jurídicas o entes sin personalidad jurídica cuya cifra de negocios sea inferior a un millón de euros).
En relación a esta cuestión, el Tribunal Madrileño desestima la pretensión de los recurrentes, utilizando a tal fin una argumentación prácticamente idéntica a la empleada en las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 29 de octubre de 2007, las cuales han sido comentadas páginas más atrás, y a las que desde aquí nos remitimos.

Sentencia de 7 de noviembre de 2007 (Ponente Sánchez Sánchez, JUR 2007/133366 

La Sentencia ahora comentada examina la cuestión de si resulta procedente o no la compensación solicitada al Estado por un Ayuntamiento como consecuencia de las pérdidas recaudatorias sufridas por el mismo en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles por el establecimiento, a favor de la empresa concesionaria de una autopista, de una bonificación en dicho Impuesto.

En este sentido, la representación del Estado se opone a tal pretensión alegando que la compensación establecida para estos supuestos en el artículo 9.2 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales hace referencia, en exclusiva, a aquellas situaciones en las que el establecimiento de una bonificación fiscal sea posterior a la aprobación de dicha Ley (1988), no afectando -como sucede en el caso enjuiciado- a aquellas hipótesis en que dicha bonificación se ha establecido con anterioridad a la misma (en concreto, en el año 1971, cuando se adjudica la concesión de la autopista).

Frente a esta argumentación, el Tribunal Madrileño recuerda que ya desde el Texto Refundido de la Ley de Régimen Local de 1955 (art. 721) se viene estableciendo la obligación del Estado de abonar a las Entidades Locales los importes de las exenciones que se establecieran sobre los tributos locales, en la medida en que si la concesión de tales beneficios se efectuaba en atención a los intereses generales -y no los específicamente locales- tenía que ser el Estado el que debía soportar el coste económico de los mismos.

Dicha argumentación, unido al recordatorio del principio de suficiencia financiera de las Entidades Locales proclamado en el artículo 142 de la Constitución, lleva al mencionado Tribunal a reconocer la procedencia de la compensación solicitada por el Ayuntamiento demandante.

Sentencia de 11 de febrero de 2008 (Ponente Martín Martín JT 2008/441) 

La Sentencia comentada decreta la anulación de la Ordenanza Fiscal del Ayuntamiento de Madrid por aprovechamiento del dominio público local consistente en el paso de vehículos.

En concreto, y al igual que sucede en otras Sentencias que se recogen en el presente informe, la razón el motivo de dicha anulación encuentra su fundamento en la circunstancia de que en que el Ayuntamiento Madrileño no justifica ni motiva la cuantía de la referida tasa a través del preceptivo informe técnico-económico, al limitarse este último a establecer una fórmula polinómica cuyos componentes no son objeto de una adecuada explicación.

P) Castilla y León

Sentencia de 14 de septiembre de 2007 ( Burgos, Ponente García Vicario JT 2007/1661) 

La presente Sentencia analiza la legalidad de una modificación operada en las tarifas de la tasa de suministro de Agua y servicios de alcantarillado por parte del Ayuntamiento de Navaluenga.

En este sentido, y al igual que sucedía en la Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de diciembre de 2007 (comentada líneas más atrás) la cuestión queda centrada nuevamente en si la modificación de las referidas tarifas exige que la misma vaya precedida de un estudio económico-financiero del coste del servicio que justifique su importe.

A este respecto, el Tribunal Castellano, siguiendo los pasos del Alto Tribunal, recuerda igualmente que si bien el artículo 25 de la Ley de Haciendas Locales sólo requiere este informe en los casos de establecimiento de la tasa correspondiente, resulta también aplicable, de modo supletorio, la Ley de Tasas y Precios Públicos, la cual exige (artículo 20.1) una memoria económica financiera en los casos de modificación de las cuantías de una tasa ya existente. Junto a lo anterior, la necesidad de dicha memoria se fundamenta en una razón plenamente lógica: el hecho de que sería inadmisible una modificación tarifaria sin explicación alguna del porqué, pues en caso de admitirse tal proceder el riesgo de desviación de poder sería evidente.

En virtud de ambas razones, el citado Tribunal procede a la anulación del Acuerdo de modificación de la Ordenanza reguladora de la tasa de suministro de Agua y servicios de alcantarillado.

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 
Iniciativas parlamentarias
Proposición de Ley de modificación de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales (Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales). 

Dicha Proposición de Ley es obra del Grupo Parlamentario Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, apareciendo recogida en el BOCG (Congreso de los Diputados-IX Legislatura) de 23 de abril de 2008.

La referida Proposición de Ley reitera íntegramente, en cuanto a su contenido, las mismas propuestas plasmadas en la Proposición de Ley sobre reforma ambiental de la Ley reguladora de las Haciendas Locales presentada, a finales de la anterior legislatura [concretamente, en el BOCG (VIII Legislatura) de 5 de octubre de 2007], por el Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana, proposición ésta cuya tramitación decayó o caducó por razones temporales evidentes y que ya fue objeto de comentario en una sesión anterior.

De ahí que únicamente nos limitemos a recordar que el objetivo de dicha Proposición es, de una parte, la posibilidad de establecer tasas por el acceso de vehículos de tracción mecánica a los centros urbanos de ciudades de más de 250.000 habitantes, así como también por las actuaciones de limpieza de la vía pública cuando se trate de actividades que, por su naturaleza, puedan generar problemas significativos de suciedad de dicha vía. En sentido contrario, se pretende evitar la posibilidad de exigir tasas en los casos de matriculación de bicicletas. 

Por su parte, y ya en lo que concierne al Impuesto sobre Bienes Inmuebles, se propone disminuir el tipo de gravamen mínimo aplicable a los bienes inmuebles de naturaleza rústica, la creación de una bonificación potestativa de la cuota íntegra del Impuesto en relación a los esos mismos bienes cuando contribuyan al mantenimiento de la biodiversidad o de paisajes de calidad y, por último, permitir que los Ayuntamientos regulen, mediante la respectiva Ordenanza Fiscal, el recargo sobre viviendas desocupadas, aun cuando no se apruebe el Reglamento al que alude el artículo 72.4 del Texto refundido de la Ley de Haciendas Locales. 

Proyecto de Ley por la que se suprime el gravamen del Impuesto sobre el Patrimonio, se generaliza el sistema de devolución mensual en el Impuesto sobre el Valor Añadido, y se introducen otras modificaciones en la normativa tributaria.
Dicho Proyecto de Ley, que aparece recogido en el BOCG (Congreso de los Diputados-IX Legislatura) de 5 de septiembre de 2008, pretende introducir una bonificación obligatoria del 50 por ciento en las cuotas del Impuesto sobre Actividades Económicas para el transporte por carretera para el ejercicio 2008.

Asimismo, se prevé que la disminución de ingresos que experimenten los Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales por la introducción de dicha bonificación sea objeto de compensación con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
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